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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de la respectiva sala.
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Ordinario Laboral

Demandante:


Jorge Mario López Sánchez
Demandados:


Acción S.A.
Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
             Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión
“Como puede observarse, más allá de nueve días discontinuos de incapacidad, la lesión sufrida por el actor en su sitio de trabajo no dejó consecuencias en su humanidad que deban ser reparadas, pues es evidente que su condición médica en relación con las afecciones relacionadas con columna vertebral venían siendo padecidas con anterioridad, por lo menos dos años antes del siniestro, según la historia clínica ocupacional aportada con la demanda –fl 25 a 28-, en la cual el actor reportó dos episodios en los que al manipular cargas, cuando prestaba sus servicios para Mercamás, sufrió lumbagos que ameritaron consulta médica y la licencia de enfermedad como parte del tratamiento.

En ese entendido, si bien el levantar pesos sin ningún elemento de protección ni capacitación mientras prestó sus servicios a Busscar S.A. como trabajador en misión, desencadenó el lumbago fuerte que no le permitió al señor López Sánchez desarrollar sus actividades normales por espacio de 9 días –no continuos entre el 19 de marzo y el 4 de abril de 2005-, no fue esa situación de desprotección la que originó la patología por la cual continuó siendo incapacitado –del 3 de abril al 21 de mayo de 2005 (fl 141)- y que muy seguramente le aqueja en la actualidad, dado su origen congénito y degenerativo -ROTOESCOLIOSIS DEXTROCONVEXA DE VERTICE L-3 Y L-4.  DISMINUCIÓN DE ESPACIOS INERSOMATICO L-4, L-5 Y L5-S1 CON COMPONENTE SUBCONDRAL MAYOR EN L4-L5-

Es por lo anterior, que no hay lugar a reconocer los perjuicios morales reclamados por el recurrente, los cuales estima padeció durante el momento en que ocurrió el accidente de trabajo y la valoración el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, por cuando no hay nexo de causalidad entre el incidente y la patología antes señalada, ni mucho menos quedó acreditada la existencia del daño reclamado, pues como puede observarse, la entidad competente estableció el “lumbago agudo ocurrido el 18 de marzo de 2005 como de origen profesional, pero este evento no dejo ninguna secuela indemnizable por lo que su pérdida de capacidad laboral es de 0”

-------------------------------------------------------------------------------------------------
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Pereira, quince de noviembre de dos mil dieciséis
Acta número   __   de 15 de noviembre de 2016
En la fecha, siendo las dos de la tarde (2:00 p.m.), conforme se programó en auto anterior, esta Sala No 2 y su Secretario se constituyen en audiencia pública con el objeto de resolver el recurso de apelación interpuesto por Jorge Mario López Sánchez, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Descongestión el 31 de octubre de 2014, dentro del proceso radicado bajo el número 66001-31-05-003-2011-00315-01.
El proyecto presentado por el Magistrado Ponente fue revisado y aprobado, conforme consta en el acta de la referencia y en él se da cuenta de los siguientes:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Jorge Mario López Sánchez que se declare la existencia de un contrato de trabajo entre él y Acción S.A. durante el periodo comprendido entre el 5 de enero de 2005 y el 31 de mayo de 2005, en el cual prestó sus servicios como empleado en misión y, que prestando sus servicios a la usuaria, Busscar de Colombia S.A. sufrió un accidente de trabajo el día 18 de marzo de 2015, por culpa imputable a su empleador.

Como consecuencia de lo anterior, reclama el pago, debidamente indexado, de los perjuicios materiales correspondientes a daño emergente y lucro cesante, consolidados y futuros, derivados del siniestro, así como los perjuicios morales y fisiológicos.

Fundamentan sus pretensiones en que fue contratado por Acción S.A. a través de un contrato escrito cuya vigencia dependía de la duración de la obra o labor determinada; que inició labores el día 5 de enero de 2005 como auxiliar de almacén en las instalaciones de Busscar S.A. en calidad de empleado en misión, recibiendo una remuneración mensual de $405.000.

Precisa que sus funciones consistieron en “almacenar, arrumar y recibir materiales, tales como estructuras de hierro, fibra, madera caucho, vidrios, mixtos , pisos de impacto (tapiz), entre otros, todos necesarios para la construcción y ensamble de carrocerías de vehículos tipo transporte masivo (Buses articulados) y vehículos de tipo transporte de pasajeros (Busetas y Microbuses)”, debiendo, durante los primeros 60 días, transportar sobre su hombro los rollos de piso de impacto –tapiz- y empaque de rollo por distancias de hasta 100 metros, 6 u 8 veces en la mañana repitiendo la misma secuencia en la jornada de la tarde.

Indica también que como almacenista externo debía descargar la materia prima que llegaba del exterior en contenedores, labor que duraba de 8 a 15 días, así mismo debía recibir proveedores y trasladarse hasta en 5 oportunidades a la planta alterna de Busscar S.A. ubicada en el municipio de Dosquebradas.

Afirma que para el cumplimiento de estas labores no le fueron entregados los elementos de protección necesarios, pues sólo le fueron suministrados los uniformes, gafas, guantes y tapa oídos, insumos que no impidieron que el día 18 de marzo de 2005, en cumplimientos de las funciones ya narradas, sintiera un fuerte dolor en la espalda que lo incapacitó para laboral por espacio de tres meses, sin mejoría a la fecha, lo que ha implicado la pérdida de su capacidad laboral e impedido emplearse nuevamente.

Al contestar la demanda –fls.117 a 127- la Acción S.A. confirmó los hechos relacionados con la vinculación del actor como trabajador en misión, los extremos de la litis y  el cargo desempeñado, pero afirma haber brindado al demandante los elementos de protección que requería para desarrollar su labor, así como la capacitación necesaria para ello, en la cual se hizo énfasis en relación con el hecho de debía buscar la ayuda de un compañero para levantar pesos, orden que no acató pues al hacer un esfuerzo desmedido se produjo la lesión que fue tratada logrando su recuperación.  
Afirma también que al momento de terminación del vínculo laboral el señor López Sánchez gozaba de plenitud de la capacidad laboral, no se encontraba incapacitado, ni tenía restricciones médicas u órdenes de reubicación, desconociendo incluso la existencia del accidente laboral cuya supuestas consecuencias reclama, luego seis años de terminado el vínculo con esa sociedad.
No obstante la oposición frente a las pretensiones, no fueron propuestas excepciones de mérito. 

En sentencia de 31 de octubre de 2014, la juez con base en las pruebas allegadas negó las pretensiones de la demanda, al considerar que si bien la lesión sufrida por el trabajador tuvo lugar mientras prestaba sus servicios en Busscar de Colombia S.A. como empleado en misión de la Empresa de Servicios Temporales Acción S.A. y que la misma fue de origen laboral según lo dictaminó la Junta Regional de Calificación de Invalidez –aunque cuestionó dicha apreciación-, el mismo no dejó secuelas indemnizables. 
Inconforme con la decisión, el actor interpuso recurso de apelación manifestando su desacuerdo con el hecho de que habiéndose reconocido la existencia de una relación laboral entre las partes; la ocurrencia de un accidente de trabajo y la culpa en la que incurrió el empleador en el siniestro, no se haya emitido ninguna condena a su favor, porque su capacidad laboral no se vio menguada.   

Insiste en que esto último no tiene relevancia en la medida en que quedó demostrada la existencia de un hecho lesivo a su integridad física, haciendo notar que entre la ocurrencia del accidente y la fecha de valoración por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez, transcurrieron más de cinco años, lo que bien explicaría la evolución y la recuperación de su estado de salud, pero que no desconoce que se generó un deterioro, aún sin consecuencias físicas, lo que se traduce en un daño temporal, para lo cual sólo se requiere su existencia  y no la permanencia de las secuelas en el tiempo, pues éstas sólo sirven para la tasación del perjuicio moral, más no para reconocer su ocurrencia. 
Sostiene también, que no puede quedar sin reparación la afectación a la salud que padeció sólo porque ésta fue temporal, con lo cual se estaría insinuando que si no se tienen secuelas definitivas no existe el daño y por consiguiente no hay  lugar a liquidar perjuicios alguno, cuando en su caso, si bien no cuestiona que los de origen material no fueron causados, no ocurre lo mismo con los perjuicios morales, toda vez que para que se reconozcan los mismos, sólo debe existir el hecho laboral, en otras palabras, existe daño moral aun cuando el accidente de trabajo no haya dejado secuelas físicas en su humanidad y los mismos deben liquidarse de acuerdo a su gravedad. 
CONSIDERACIONES

A esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
1. ¿Existió en el presente caso culpa suficientemente comprobada de Acción S.A. en la ocurrencia del accidente sufrido por parte del señor Jorge Mario López Sánchez? 
2. En caso de ser positiva la anterior respuesta. ¿Quedó demostrado del daño sufrido por el actor?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1- EL TEMA DE LA PRUEBA Y SU CARGA EN LOS PROCESOS DE RESPONSABILIDAD PLENA PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 216 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL TRABAJO.

La ocurrencia de sucesos, dentro de la relación laboral, que afecten la salud y la integridad del trabajador conlleva a dos clases de responsabilidad: La objetiva, que se encuentra cubierta por el sistema de seguridad social, y la subjetiva, a cargo del empleador, siempre y cuando el trabajador pruebe suficientemente que aquel tuvo culpa en la ocurrencia de los hechos que le generaron el perjuicio.

Tratándose de responsabilidad objetiva en el proceso judicial está constituido por aquellos hechos que hagan referencia al acaecimiento de un hecho nocivo, ocurrido por causa o con ocasión del trabajo, que hubiese generado un perjuicio al trabajador, pero sobre todo y con el énfasis que contiene el artículo 216 del C.S.T., que se pueda establecer que el mismo sucedió por culpa suficientemente comprobada del empleador.
Los generantes de la culpa son la imprudencia, la negligencia, la impericia y la violación de reglamentos. Resultando de ello que una persona incurre en culpa leve, que es la que corresponde a los contratos celebrados en beneficio de ambas partes, como lo es el de trabajo, cuando no sujeta sus actos a la diligencia y cuidado que los hombres ordinariamente emplean en sus asuntos, o cuando no acata las disposiciones reglamentarias que regulan una determinada actividad. 

Respecto a la carga de la prueba en estos asuntos, no cabe duda y así lo ha tenido por sentado la jurisprudencia emanada de la Sala de Casación Laboral desde antaño que corresponde al trabajador demostrar la culpa del empleador (Sentencias de abril 10 de 1.975 y febrero 26 de 2004, radicación 22175).

La Alta Magistratura Laboral, en sentencia de 20 de junio de 2012, radicación 42374, trajo a colación sentencia del 5 de septiembre de 2000, radicación 14718 que a su vez rememora, entre otras, la proferida el 30 de marzo de 2000, en la cual se dijo:

“… resulta pertinente anotar que no encuentra la Corte que haya sido equivocada la interpretación del artículo 216 del  Código Sustantivo del Trabajo, que establece que el patrono “está obligado a la indemnización total y ordinaria de perjuicios” cuando haya sido suficientemente comprobada su culpa en la ocurrencia del accidente de trabajo o de la enfermedad profesional, pues, como ha tenido oportunidad de precisarlo, entre otras en las sentencias memoradas por el Tribunal en su fallo, dicha obligación queda a su cargo cuando –como expresamente dice la norma- “exista culpa suficientemente comprobada del patrono”, exigencia legal que no permite que sea dable presumir dicha culpa incluso en aquellos casos en que realice “actividades peligrosas”. Ello por cuanto no puede pasarse por alto que fue el surgimiento del maquinismo y de la moderna industria lo que obligó a dictar leyes que regularan de manera especial los accidentes de trabajo.” (Negrilla y resaltado fuera de texto)

2. VINCULACIÓN DE TRABAJADORES EN MISION.

Señalan los artículos 77 de la Ley 50 de 1990 y el 6º del Decreto Reglamentario 4369 de 2006, los eventos en los cuales se permite la contratación de trabajadores en misión, en los siguientes términos:

“1. Cuando se trate de labores ocasionales, accidentales o transitorias a que se refiere el artículo 6o. del Código Sustantivo del Trabajo.

2. Cuando se requiera reemplazar personal en vacaciones, en uso de licencia, en incapacidad por enfermedad o maternidad.

3. Para atender incrementos en la producción, el transporte, las ventas de productos o mercancías, los períodos estacionales de cosechas y en la prestación de servicios, por un término de seis (6) meses prorrogables hasta por seis (6) meses más.”
Parágrafo. Si cumplido el plazo de seis (6) meses más la prórroga a que se refiere el presente artículo, la causa originaria del servicio específico objeto del contrato subsiste en la empresa usuaria, esta no podrá prorrogar el contrato ni celebrar uno nuevo con la misma o con diferente Empresa de Servicios Temporales, para la prestación de dicho servicio.

Sobre este tema ha sido recurrente la jurisprudencia nacional, resaltándose la sentencia proferida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia el día 24 de abril de 1997, rad. 9435, reiterada en la SL16350-2014, Radicación No 58172, del 29 de octubre de 2014, en la que se precisó que las Empresas de Servicios Temporales tienen la calidad de verdaderos empleadores frente a los trabajadores enviados en misión y por tanto deben responder por todas las obligaciones, prestaciones e indemnizaciones que se causen a favor de éstos, con independencia de que éstas últimas hayan sido generadas por la irresponsabilidad laboral de la empresa usuaria.  En tal sentido, se adoctrinó en la citada decisión:
“(…) importa observar que la ley califica a las E.S.T como empleadoras de los trabajadores en misión (Ley 50 de 1990, art 71) y en el contrato de trabajo el patrono es en principio el obligado directo y exclusivo conforme se desprende del mismo artículo 22 que define dicho nexo. (…).

“Resulta en suma que los usuarios no responden por los salarios, prestaciones e indemnizaciones de los trabajadores en misión ni de su salud ocupacional, aunque en este aspecto puedan contraer obligaciones con la E.S.T, como la adopción de medidas particulares respecto a los ambientes de trabajo o el suministro de elementos de protección y seguridad.”
Ahora en caso de que un trabajador en misión sufra un accidente de trabajo por culpa del usuario, en esa misma providencia precisó que esa “culpa se transfiere a la E.S.T en tanto delegante del poder de subordinación pero exclusiva en la carga patronal, sin perjuicio del derecho de ella a repetir o reclamar a la usuaria los perjuicios por el incumplimiento contractual si este se presenta”.
3. DE LA OCURRENCIA DEL DAÑO

Ahora bien, es claro que para reclamar la indemnización plena de perjuicios establecida en el artículo 216 del C.S.T., es claro que debe haberse sufrido por parte del trabajador un daño susceptible de ser reparado, pues de nada valdría demostrar con suficiencia la culpa del empleador en el acaecimiento de un hecho nocivo para el trabajador, si no existen el perjuicio o el daño que se pretende reparar o el nexo causal entre éste y la indebida actuación de la parte pasiva de la acción.
La Sala de Casación Laboral en la Sentencia SL 7513-2016 Radicación n.° 45997 Acta 20 Bogotá, D. C., ocho (08) de junio de dos mil dieciséis (2016), con ponencia del Magistrado Jorge Mauricio Burgos Ruiz, en un caso en que, a pesar de haber sido demostrado el indebido actuar de éste y su compromiso en la enfermedad laboral padecida por la actora, no se efectuó condena alguna, dijo lo siguiente:

“No obstante lo anterior, la razón no está de lado del recurrente, en tanto que el ad quem, en este caso, sí tuvo justificación para no aplicar los efectos del artículo 216 del CST, puesto que los elementos fácticos que fueron extraídos por el juzgador del acervo probatorio para efectos de establecer la enfermedad profesional sufrida por la actora y la culpa del empleador en su ocurrencia no son suficientes para calcular el lucro cesante, toda vez que, sin perjuicio de que el juez colegiado hubiese tomado como fecha de estructuración de la enfermedad profesional la establecida por la EPS SALUDCOOP, 7 de marzo de 2005, en el concepto emitido el 18 de agosto de 2005, lo cierto es que, en dicha oportunidad, esa entidad no cuantificó la pérdida de capacidad de trabajo, pues, como lo dijo el mismo juzgador de segundo grado, esta solo fue determinada por la ARP SURATEP, en un 14.24%, pero con fecha de estructuración 24 de mayo de 2007. 

Así las cosas, no se tiene la certeza de cuánta capacidad laboral había perdido la actora para laborar, al momento de la terminación del contrato de trabajo, lo que sucedió el 26 de julio de 2006, comoquiera que tal información solo fue concretada posteriormente, y no se sabe la magnitud del daño a reparar al momento de la terminación de la relación laboral que vinculó a las partes, sin que pueda tomarse el 14.21% establecido por la ARP, dado que, entre la fecha de retiro de la actora y la fecha de estructuración de este porcentaje, transcurrió aproximadamente un año, tiempo en que se desconocen las actividades que esta desarrolló, de tal suerte que no se puede establecer el nexo causal entre esta pérdida de capacidad laboral y la culpa del empleador a la terminación del contrato, necesario para calcular hasta qué debe responder la empresa por su culpa. 

Igual razonamiento cabe para liquidar los perjuicios morales, dado que estos, en todo caso, han de ser proporcionales al daño sufrido por la extrabajadora, cuya delimitación debe hacerse con base en el monto de la pérdida de la capacidad laboral, en vigencia del contrato de trabajo, lo cual no se dio en el sublite, según quedó atrás expuesto”.  
4. EL CASO CONCRETO
En el presente asunto, el actor reclama que habiéndose encontrado probada por parte del Juzgado de primer grado la culpa patronal en el accidente de trabajo sufrido por el demandante, lo que correspondía era proceder a tasar los perjuicios morales sufridos por éste, en la medida en que si bien el hecho lesivo no afectó su capacidad laboral, si generó un daño temporal que aun cuando fue superado, es susceptible de ser reparado.
Lo primero que debe precisarse es que no es ajustado a  la realidad afirmar que la  a quo declaró la responsabilidad de Acción S.A. en el accidente de trabajo sufrido por el señor Jorge Mario López Sánchez, toda vez que al no evidenciar daño a reparar, la funcionaria pasó por alto realizar dicho análisis.

Ciertamente, no es tema que presente objeción la ocurrencia de un accidente de trabajo el día 18 de marzo del 2005, debidamente reportado ante la ARP Colmena- hoy ARL- y descrito como que el trabajador “SE ENCONTRABA LEVANTANDO ROLLO DE TAPIZ QUE PESA APROXIMADAMENTE 80 KLS, AL DESCARGARLO SINTIÓ UN FUERTE DOLOR DE ESPALDA” –fl 24; que tal acontecimiento generó una incapacidad médica inmediata de dos días, prorrogada por otros dos días más–fl 47- y más adelante generó incapacidades interrumpidas por 55 días –fl 141-.
Según el actor, dicho evento ocurrió por falta de suministro por parte del empleador –Acción S.A.- de elementos de protección y seguridad para el cumplimiento de la labor encomendada, así como medios mecánicos para el traslado y manejo de pesos que puedan afectar su integridad corporal.

Ésta versión, fue confirmada por el señor Julián Andrés Hincapie González, compañero de labores del actor en las instalaciones de Busscar S.A., quien si bien no trabajaba en la sección de almacén, pues sus funciones las cumplía en la sección de montador de componentes, tuvo conocimiento directo de las condiciones en las que prestaba sus servicios el señor López Sánchez a la empresa usuaria, informando de la falta de elementos de protección y seguridad con que desarrollaba las actividades de cargue y descargue de material, corroborando el hecho de que el trasporte de los rollos, de un peso aproximado de 50 a 60 kilos, lo debía hacer sobre su humanidad y por un trayecto de 20  a 30 metros y a veces de 50 a 100 metros, unas 5 a 10 veces al día y que luego, el  demandante por iniciativa propia fabricó un carro para transportar el material, ya que la empresa se negó a facilitar herramientas de ese tipo, así como cinturones que los trabajadores solicitaron, pero nunca entregaron.
En defensa de sus intereses, Acción S.A. preciso al momento de dar respuesta a la acción, que entregó al actor la totalidad de elementos de trabajo e implementos de seguridad industrial que garantizaban su seguridad física y lo amparaban de cualquier lesión o accidente de trabajo, no obstante esta afirmación careció de soporte probatorio.

Posteriormente, en respuesta al requerimiento que en dicho sentido hizo el Despacho, esa sociedad indicó que en virtud a lo dispuesto por el artículo 11 del Decreto 1530 de 1996, correspondía a la empresa usuaria, en este caso Busscar de Colombia S.A. cubrir al trabajador en misión con el programa de salud ocupacional por ella establecido y en tal virtud le correspondía a ésta suministrar los elementos de protección personal que requiriera su puesto de trabajo.  Frente a ésta afirmación la EST accionada tampoco se encargó de demostrar que, en efecto, la beneficiaria del servicio cumplió con la obligación legal que la norma en comento le impuso.
De acuerdo con lo anterior, no existe duda que medió la culpa patronal en el accidente de trabajo sufrido por el señor López Sánchez el 18 de marzo de 2005, quien sin los elementos de protección y la capacitación necesaria levantó un peso superior al suyo, acción que le generó el lumbago agudo no especificado que ameritó que fuera incapacitado.

Ahora, si bien el evento fue reportado como accidente de trabajo, toda vez que se produjo cuando prestaba su servicio a la empresa usuaria, lo cierto es que, este infortunio sólo generó 9 días de incapacidad, contabilizados del 19 al 22 de marzo y del 29 de marzo al 2 de abril de 2005.

Lo anterior es así por cuanto el día 29 de marzo de 2005, el paciente llevó los resultados de la radiografía realizada el día 28 de igual mes y año la cual arrojó como diagnóstico “ROTOESCOLIOSIS DEXTROCONVEXA DE VERTICE L-3 Y L-4.  DISMINUCIÓN DE ESPACIOS INERSOMATICO L-4, L-5 Y L5-S1 CON COMPONENTE SUBCONDRAL MAYOR EN L4-L5 A CONSIDERAR COMPROMISO DEGENERATIVO DEL NUCLEO PULPOSO” –fl 60-, motivo por el que, al  vencimiento de la licencia por enfermedad otorgada del 29 de marzo al 2 de abril de 2015, la ARP Colmena objetó las siguientes incapacidades, al advertir que la patología que padecía el señor López Sánchez no era consecuencia del evento agudo ocurrido el 18 de marzo de 2005, sino de una enfermedad de origen común.

Frente a este hallazgo la Junta Regional de Calificación de Invalidez,  al momento de calificar la pérdida de capacidad laboral del actor, dictaminó: “en el presente caso, el evento ocurrido el 18 de marzo de 2005 y descrito como accidente de trabajo, el esfuerzo realizado generó un lumbago fuerte que requirió manejo médico, pero dicho esfuerzo no es el origen de las alteraciones anatómicas encontradas en la radiografía del 28 de marzo de (10 días después del evento), ya que por historia natural de la enfermedad, las alteraciones descritas no se originan en este tipo de esfuerzos, siendo más probable un origen congénito de la dextrorotación de columna” –fl 205-.
Adicionalmente en la anamnesis que relaciona la Junta en su dictamen del 1º de febrero de 2012 –fl 204-, se refiere que el actor después de su desvinculación con Acción S.A., laboró para Risaralda Motos por espacio de 4 años, en los cuales indicó que presentaba dolores ocasionales, se cuidaba, le eran recetados analgésicos, pero no fue incapacitado por lumbalgia; al examen físico se determinó que no manifestaba dolor y ante la inspección de columna lumbar, se concluyó que estaba en buenas condiciones generales.  Finalmente, se anotó como antecedes de la valoración que sólo hasta el 3 de septiembre de 2009 consultó por dolor de espalda y que no hay registro de consultas o tratamientos desde el 21 de marzo de 2005, volviendo a consultar por contractura muscular cervical el 8 de julio de 2010.

Como puede observarse, más allá de nueve días discontinuos de incapacidad, la lesión sufrida por el actor en su sitio de trabajo no dejó consecuencias en su humanidad que deban ser reparadas, pues es evidente que su condición médica en relación con las afecciones relacionadas con columna vertebral venían siendo padecidas con anterioridad, por lo menos dos años antes del siniestro, según la historia clínica ocupacional aportada con la demanda –fl 25 a 28-, en la cual el actor reportó dos episodios en los que al manipular cargas, cuando prestaba sus servicios para Mercamás, sufrió lumbagos que ameritaron consulta médica y la licencia de enfermedad como parte del tratamiento.

En ese entendido, si bien el levantar pesos sin ningún elemento de protección ni capacitación mientras prestó sus servicios a Busscar S.A. como trabajador en misión, desencadenó el lumbago fuerte que no le permitió al señor López Sánchez desarrollar sus actividades normales por espacio de 9 días –no continuos entre el 19 de marzo y el 4 de abril de 2005-, no fue esa situación de desprotección la que originó la patología por la cual continuó siendo incapacitado –del 3 de abril al 21 de mayo de 2005 (fl 141)- y que muy seguramente le aqueja en la actualidad, dado su origen congénito y degenerativo -ROTOESCOLIOSIS DEXTROCONVEXA DE VERTICE L-3 Y L-4.  DISMINUCIÓN DE ESPACIOS INERSOMATICO L-4, L-5 Y L5-S1 CON COMPONENTE SUBCONDRAL MAYOR EN L4-L5-
Es por lo anterior, que no hay lugar a reconocer los perjuicios morales reclamados por el recurrente, los cuales estima padeció durante el momento en que ocurrió el accidente de trabajo y la valoración el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, por cuando no hay nexo de causalidad entre el incidente y la patología antes señalada, ni mucho menos quedó acreditada la existencia del daño reclamado, pues como puede observarse, la entidad competente estableció el “lumbago agudo ocurrido el 18 de marzo de 2005 como de origen profesional, pero este evento no dejo ninguna secuela indemnizable por lo que su pérdida de capacidad laboral es de 0”
Así las cosas, por las razones antes expuestas, a decisión de primer grado será confirmada.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
                                                                       Impedida

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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